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Infantil y Primaria. En la mayor parte 
de los posicionamientos sindicales se 
insta a la Administración educativa a 
un mayor rigor y homologación en 
el tratamiento de las sustituciones e 
incluso la modificación o supresión del 
actual modelo de cupo que representa 
la citada Orden de 2010, trayendo a 
colación el derecho del alumnado a 
una educación de calidad y el derecho 
del profesorado integrado en las bolsas 
al desempeño efectivo de la función 
docente que les es propia.

Es por ello que recomendamos a la 
Consejería de Educación que lleve a 
cabo un exhaustivo análisis de los 
distintos tiempos medios intermedios 
y total intervinientes entre la fecha de 
la generación de la plaza vacante del 
profesorado y su efectiva cobertura provisional mediante sustituciones y, a la vista de la cual, adopte las 
medidas pertinentes en garantía de la calidad  y mejora del sistema educativo andaluz.

También nos hemos interesado por cómo los Funcionarios de Habilitación Nacional (FHN) vienen siendo 
afectados por la supresión de puestos por parte de las Corporaciones Locales, con pérdida de sus 
puestos de trabajo y pase a situación distinta de la de servicio activo en base a interpretaciones jurídicas 
de las Administraciones actuantes.

En este contexto de crisis, diversas Corporaciones locales acometen la supresión de los puestos singularizados 
como “de colaboración”  inmediata a los de secretaría, intervención y tesorería, adscritos a funcionarios 
con habilitación de carácter nacional, que en tanto se encuentran vacantes no plantea más problemática 
que las propias del expediente administrativo en que se instrumenta tal supresión (sin afectar a situación 
administrativa alguna del funcionariado por su desocupación), no así cuando estos puestos vengan siendo 
desempeñados con carácter definitivo tras su adjudicación en concurso de méritos.

3.2 Salud
En 2016 hemos asistido a un aumento significativo del número de las quejas en materia de salud, 
lo cual evidencia en nuestra opinión un incremento de la preocupación de los ciudadanos por la cuestión 
sanitaria.

Este año ha sido de una intensa movilización social, protagonizada por un movimiento ciudadano y 
profesional en cuyo origen confluyen la adopción unilateral de cambios organizativos en materia asistencial 
(las denominadas fusiones hospitalarias), obviando los cauces establecidos para la participación de los 
sectores implicados; y al mismo tiempo la sensación de pérdida de calidad de la atención sanitaria que, en 
forma de recortes de diverso tipo, ha repercutido en sectores importantes de la población.

Por nuestra parte, reiteramos una vez más nuestro apoyo decidido al sistema público de salud, lo cual no 
obsta a que mencionemos las deficiencias del mismo para su reparación. Así, al margen del incremento 
meramente numérico de los expedientes de queja, ya en los últimos años hemos venido aludiendo a las 
consecuencias que sobre el ejercicio de determinados derechos está teniendo la crisis económica.

En el análisis nos encontramos con que nuestra intervención ha sido mayormente requerida en el ámbito 
de la atención especializada, pues los ciudadanos nos han hecho llegar muy diversos planteamientos 
vinculados a la problemática que ha regido sus procesos asistenciales. En algunos casos simplemente se 
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sienten desatendidos en sus dolencias, solicitan alternativas terapéuticas a las empleadas hasta entonces, 
consideran inadecuado el seguimiento que se realiza de sus patologías, o discrepan de la negativa a 
dispensarles determinados tratamientos, incluidos los quirúrgicos. En otros casos, ponen de manifiesto 
dificultades en los procedimientos, gestión de las citas, derivación entre hospitales y demoras en la atención.

Probablemente, no hay un indicador de la calidad de la asistencia que aparezca más íntimamente ligado 
a los niveles de satisfacción de los usuarios que los tiempos de respuesta asistencial. En el cómputo 
general de las quejas recibidas, las relacionadas con los tiempos que marcan las intervenciones quirúrgicas, 
las pruebas diagnósticas y las consultas de especialidades representan aproximadamente el 25%, mientras 
que la tramitación de los expedientes en este ámbito ha generado el grueso de las Resoluciones emitidas. 
Con independencia de los plazos que son objeto de publicación anual como resultado de un cálculo medio, 
en esta Institución hemos podido constatar directamente el incumplimiento de los tiempos máximos en 
supuestos concretos relacionados con todas las categorías “protegidas” por este sistema de garantía.

Junto a intervenciones quirúrgicas que no tienen plazo de garantía, también se reclama por lo que podríamos 
llamar plazos intermedios: las citas para recogida de los resultados de las pruebas diagnósticas, las 
consultas para unidades especializadas en determinados procesos patológicos (traumatología, oftalmología), 
o el inicio de determinados tratamientos (rehabilitación, radioterapia) son las que realmente pueden llegar 
a eternizar un proceso asistencial, tanto en su faceta diagnóstica, como en la terapéutica.

La atención primaria no ha sido este año un tema esencialmente conflictivo en esta Institución, con 
problemas conocidos (saturación de consultas, tiempo mínimo de atención al paciente, cobertura de 
bajas,...), por lo que no podemos sino congratularnos del Plan de Renovación de la Atención Primaria, que 
incorpora múltiples estrategias para conseguir que este nivel de la atención se constituya en el verdadero 
“agente vertebrador de la atención sanitaria en Andalucía”, y confiar en que decididamente las medidas 
previstas en este instrumento de planificación reviertan en la práctica.

También incluimos todas aquellas reclamaciones que se relacionan con la dotación, reforma o incorporación 
de nuevas infraestructuras sanitarias. En las reflexiones que desde esta Institución hemos llevado a cabo 
sobre la afectación de los derechos de los ciudadanos por causa de la crisis económica, hemos evidenciado 
la paralización de las inversiones en este ámbito, afectando de muy diversa forma a los proyectos que 
pudieran plantearse en función del estado de situación de los mismos, hasta el punto de encontramos 
con hospitales o centros de salud prácticamente construidos, pero que no llegaban a ponerse en marcha, 
junto al incumplimiento de los compromisos temporales previstos en la edificación de otros.

Ello no obsta para que durante este período hayan continuado los contactos con la Institución, fundamentalmente 
por parte de asociaciones vecinales o plataformas ciudadanas que se han constituido para alcanzar el objetivo 
de dotar de un equipamiento sanitario a una determinada área geográfica o localidad, con el objeto de 
que atienda las necesidades asistenciales de la población de las mismas. Deseamos que algunas de estas 
aspiraciones vean pronta su realización, en algunos casos tras largos períodos de estancamiento.

3.3 Educación
El nuevo contexto político, donde los partidos están obligados a un mayor entendimiento y consenso, puede 
ser el clima propicio para el tan ambicionado pacto por la educación que reclamamos informe anual tras 
informe anual. Un pacto que otorgue estabilidad a un Sistema que se ha visto afectado permanentemente 
por reformas y contrarreformas educativas, lo que ocasiona cambios en los objetivos, la organización, los 
principios pedagógicos, o los sistemas de evaluación de cada una de las distintas etapas educativas.

Esta inestabilidad ha originado un estado de incertidumbre en la comunidad educativa, del que el 
pasado año no fue una excepción. Sobre el profesorado, las familias y el alumnado planea siempre la duda 
acerca de si se podrán culminar los proyectos, planes, programas recogidos en la norma vigente de cada 
momento. Ni siquiera tienen la certeza acerca de cómo quedarán finalmente la ordenación de las distintas 
enseñanzas o sus periodos de implantación.
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